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LA LEY3966/2015 

El Proyecto de ley por la que se modifica la Ley37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la 

información del sector público, indica que los documentos de las Administraciones y organismos del 

sector público serán reutilizables en los términos previstos en esta ley para lo cual, las 

Administraciones Públicas y organismos del sector público velarán porque los documentos a los que se 

aplica esta normativa puedan ser reutilizados para fines comerciales o no comerciales. En este trabajo 
presentamos el contenido del referido Proyecto de Ley.  

I. INTRODUCCIÓN 

En el Boletín Oficial de las Cortes Generales-Congreso de los Diputados, de 30 de abril de 2.015, se ha 

publicado el Proyecto de Ley por la que se modifica la Ley37/2007, de 16 de noviembre (LA LEY 

11474/2007), sobre reutilización de la información del sector público, proyecto que nace debido a que 

la información que generan las Administraciones Públicas y los organismos del sector público 

constituye un importante recurso para promover la economía del conocimiento. 

De este modo, y según contempla su exposición de motivos, la reutilización y la puesta a disposición 

de la información del sector público con fines privados o comerciales, favorecen la circulación de la 

información hacia los agentes económicos y la ciudadanía con el fin de fomentar el crecimiento 

económico, el compromiso social y la transparencia. 

Con la intención de promover la disponibilidad de información del sector público, la Directiva 

2003/98/CE, de 17 de noviembre de 2003 (LA LEY 10938/2003), del Parlamento Europeo y del 

Consejo, relativa a la reutilización de la información del sector público, estableció un conjunto de 

normas mínimas y criterios homogéneos para el tratamiento de la información susceptible de ser 

reutilizada por personas físicas o jurídicas. Esta Directiva se incorpora a nuestro ordenamiento jurídico 

mediante la aprobación de la Ley37/2007, de 16 de noviembre (LA LEY 11474/2007), sobre 

reutilización de la información del sector público, cuyo objeto es la regulación básica del régimen 

jurídico aplicable a la reutilización de los documentos elaborados o custodiados por las 

Administraciones y organismos del sector público. 

No obstante, continua señalando la exposición de motivos del Proyecto de Ley, desde la adopción de la 

citada Directiva hace más de diez años y desde la aprobación de la Ley37/2007, de 16 de noviembre 

(LA LEY 11474/2007), se han producido importantes cambios, tanto en el volumen de información 

pública generada, que ha aumentado exponencialmente, como en el progreso de las tecnologías 

empleadas para el análisis, explotación y tratamiento de datos, lo cual permite la provisión de nuevos 

servicios y aplicaciones en el uso, agregación y combinación de los mismos. 

Por otra parte, se han aprobado normas que inciden en la interoperabilidad y reutilización de la 

información, como el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero (LA LEY 631/2010), por el que se regula el 

Esquema Nacional de Interoperabilidad en el ámbito de la Administración Electrónica, que prevé la 

interoperabilidad como capacidad de los sistemas de información para posibilitar el intercambio de la 

misma. 
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Asimismo, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 

gobierno (LA LEY 19656/2013), recoge entre los principios generales de la publicidad activa y del 

Portal de Transparencia, el de la reutilización de la información pública. 

En este nuevo contexto, se ha puesto de manifiesto la necesidad de actualizar el régimen de la 

reutilización de la información del sector público y, por este motivo se adopta la Directiva 2013/37/UE 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013 (LA LEY 10362/2013), por la que se 

modifica la Directiva 2003/98/CE (LA LEY 10938/2003) relativa a la reutilización de la información del 

sector público. 

II. LA DIRECTIVA 2013/37/UE 

La Directiva 2013/37/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013 (LA LEY 

10362/2013), persigue facilitar la creación de productos y servicios de información basados en 

documentos del sector público, garantizar la eficacia en el uso transfronterizo de documentos del 

sector público por empresas privadas y ciudadanos y promover la libre circulación de información y la 

comunicación, garantizando el respeto a la seguridad jurídica, la protección de los datos personales, así 

como la propiedad intelectual e industrial. 

El objeto del proyecto de ley por el que se modifica la ley37/2007, de 16 de noviembre (LA LEY 

11474/2007), sobre reutilización de la información del sector público, es la incorporación al 

ordenamiento jurídico español de los cambios que ha introducido la Directiva 2013/37/UE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013 (LA LEY 10362/2013), en el régimen de 

reutilización de documentos del Sector Público. 

Hay que tener en cuenta que la Directiva 2013/37/UE (LA LEY 10362/2013), considera que los 

documentos elaborados por los organismos del sector público de los Estados miembros constituyen un 

conjunto amplio, diverso y valioso de recursos que pueden beneficiar a la economía del conocimiento y 

que las políticas de apertura de la información, que propician la disponibilidad y la reutilización 

generalizadas de la información del sector público con fines privados o comerciales, con restricciones 

mínimas o nulas de carácter jurídico, técnico o económico, favorecen la circulación de la información 

no solo para los agentes económicos, sino también para el público, y pueden desempeñar una función 

importante a la hora de impulsar el desarrollo de nuevos servicios basados en formas novedosas de 

combinar y utilizar esa información, estimular el crecimiento económico y promover el compromiso 

social. 

Pero para ello, señala la Directiva 2013/37/UE (LA LEY 10362/2013) en sus considerandos, es preciso 

garantizar, en lo que respecta a la oportunidad de autorizar o no la reutilización de documentos, una 

igualdad de condiciones en toda la Unión que no se puede conseguir si depende exclusivamente de las 

normas y prácticas diferentes de los Estados miembros o de los organismos del sector público 

interesados, teniendo en cuenta que autorizar la reutilización de los documentos en poder de un 

organismo del sector público les confiere valor añadido para los reutilizadores, para los usuarios finales 

y para la sociedad en general y, en muchos casos, para el propio organismo público, ya que el fomento 

de la transparencia y la responsabilidad y las aportaciones de reutilizadores y usuarios finales permiten 

al organismo del sector público de que se trate mejorar la calidad de la información recopilada. 

Respecto a los datos de carácter personal, la Directiva 2013/37/UE (LA LEY 10362/2013) señala que 

debe aplicarse de forma que se cumplan plenamente los principios relativos a la protección de los 

datos personales, de conformidad con la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

24 de octubre de 1995 (LA LEY 5793/1995), relativa a la protección de las personas físicas en lo que 

respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos. En particular, 

conviene señalar que, con arreglo a dicha Directiva, los Estados miembros deben determinar las 

condiciones en las que sea legal el tratamiento de datos personales. Además, uno de los principios de 

dicha Directiva consiste en que los datos personales no deben ser tratados posteriormente a una 

recogida de un modo que sea incompatible con los objetivos determinados, explícitos y legítimos para 

los que dichos datos fueron recogidos. 

En otro orden de cosas, la ya citada Directiva 2003/98/CE (LA LEY 10938/2003), relativa a la 

reutilización de la información del sector público, debe entenderse sin perjuicio de los derechos, 

incluidos los derechos económicos y morales, que puedan asistir a los empleados de los organismos del 
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sector público en virtud de la normativa nacional y, además, cuando un documento se ponga a 

disposición del público para su reutilización, el organismo del sector público interesado ha de conservar 

el derecho a explotar el documento. 

III. LA DIGITALIZACIÓN 

La digitalización, señala la Directiva 2013/37/UE (LA LEY 10362/2013) es un medio importante para 

garantizar un mayor acceso y reutilización del material cultural con fines educativos, de trabajo o de 

ocio. También ofrece considerables oportunidades económicas, permitiendo una integración más fácil 

del material cultural en los servicios y productos digitales, apoyando así la creación de empleo y el 

crecimiento. 

Para facilitar la reutilización, se señala, los organismos del sector público deben poner, siempre que 

sea posible y apropiado, los documentos a disposición del público mediante formatos abiertos y legibles 

por máquina junto con sus metadatos, con los niveles más elevados de precisión y granularidad, en un 

formato que garantice su interoperabilidad; por ejemplo, procesándolos de forma coherente con los 

principios que rigen los requisitos de facilidad de utilización y compatibilidad de la información espacial 

en virtud de la Directiva 2007/2/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de marzo de 2007 

(LA LEY 4238/2007), por la que se establece una infraestructura de información espacial en la 

Comunidad Europea. 

Debe considerarse que un documento se presenta en formato legible por máquina si tiene un formato 

de archivo estructurado de tal forma que permite a las aplicaciones informáticas identificar, reconocer 

y extraer con facilidad los datos específicos que contiene. Los datos codificados en archivos 

estructurados en un formato legible por máquina son datos legibles por máquina. Los formatos legibles 

por máquina pueden ser abiertos o propietarios; pueden ser normas formales o no serlo. Los 

documentos codificados en un formato de archivo que limita este procesamiento automático, por el 

hecho de que los datos no pueden extraerse o no pueden extraerse fácilmente de ellos, no deben 

considerarse documentos en un formato legible por máquina. 

Cuando proceda, los Estados miembros deben fomentar el uso de formatos abiertos y legibles por 

máquina. 

En relación con cualquier tipo de reutilización de un documento, es conveniente que los organismos del 

sector público puedan, en su caso mediante licencia, imponer condiciones como el reconocimiento de la 

fuente y el reconocimiento de si el documento ha sido modificado de alguna manera por el reutilizador. 

En cualquier caso, las licencias para la reutilización de información del sector público deben plantear 

las mínimas restricciones posibles sobre la reutilización, limitándolas, por ejemplo, a una indicación de 

la fuente. Las licencias abiertas en línea, que otorgan derechos de reutilización más amplios sin 

limitaciones tecnológicas, económicas o geográficas y se basan en formatos de datos abiertos, deben 

desempeñar también una importante función en este aspecto. Por consiguiente, los Estados miembros 

deben fomentar el uso de licencias abiertas, que, en su momento, debe pasar a ser práctica común en 

toda la Unión. 

Además, las normas de competencia deben respetarse al establecer los principios para la reutilización 

de documentos, evitando en la medida de lo posible acuerdos exclusivos entre los organismos del 

sector público y los socios privados. No obstante, con vistas a la prestación de un servicio de interés 

público, a veces puede resultar necesario conceder un derecho exclusivo a la reutilización de 

determinados documentos del sector público. Esto puede ocurrir, entre otros casos, si ningún editor 

comercial está dispuesto a publicar la información de no concedérsele derechos exclusivos. A fin de 

tener en cuenta esta cuestión, la Directiva 2003/98/CE (LA LEY 10938/2003) autoriza, a condición de 

que se proceda a una revisión periódica, los acuerdos exclusivos cuando sea necesario un derecho 

exclusivo en el marco de la prestación de un servicio de interés público. 

Cuando exista un derecho exclusivo relacionado con la digitalización de los recursos culturales, es 

posible que se requiera un período de exclusividad para dar al socio privado la posibilidad de amortizar 

su inversión. Dicho período debe tener un límite temporal lo más corto posible con el fin de respetar el 

principio según el cual el material de dominio público debe permanecer en el dominio público tras su 

digitalización. El período de vigencia de un derecho exclusivo para la digitalización de recursos 

culturales no debe ser superior, por regla general, a diez años. 
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IV. EL PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY37/2007, DE 16 DE 

NOVIEMBRE, SOBRE REUTILIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO 

Lo primero que hay que destacar es que el proyecto de Ley recoge las disposiciones de la Directiva 

acerca de la obligación inequívoca para las Administraciones y organismos del sector público de 

autorizar la reutilización de los documentos, con la excepción de aquellos cuyo acceso esté restringido 

o excluido en virtud del ordenamiento jurídico nacional, o de los que se sometan a las excepciones 

contempladas en la Directiva. Se amplía el ámbito de aplicación a las bibliotecas, incluidas las 

universitarias, los museos y los archivos, dado el importante volumen de recursos de información que 

poseen y los proyectos de digitalización que vienen llevando a cabo. 

En segundo lugar, la Directiva ha mejorado la regulación de los formatos a utilizar para la puesta a 

disposición de la información del sector público promoviendo, siempre que sea posible y adecuado, 

ofrecerlos en formatos abiertos y legibles por máquina junto con sus metadatos, por lo que la ley 

recoge las definiciones de formato legible por máquina, formato abierto, así como la norma formal 

abierta que garantiza la interoperabilidad, entre otras. 

En tercer lugar, la Ley ha incorporado en el cálculo del régimen de tarifas por la reutilización de 

documentos el principio de costes marginales establecido en la Directiva en el cálculo de las mismas. Si 

bien, contempla excepciones para superar ese umbral. Por un lado, los archivos, museos y bibliotecas, 

incluidas las universitarias y por otro lado, aquellos centros cuyos créditos presupuestarios dependan 

en parte de su capacidad de generar ingresos, situación en la que se encuentran algunos organismos 

oficiales cuyo principal activo es la información. 

En cuarto lugar, la Ley incorpora la obligación prevista en la Directiva de fomentar el uso de licencias 

abiertas, de tal forma que las licencias para la reutilización de la información del sector público 

planteen las mínimas restricciones posibles. 

Por otro lado, en materia de acuerdos exclusivos para la reutilización de documentos, cuya suscripción 

se pretende evitar con el fin de fomentar la competencia, la ley incluye el régimen especial de 

acuerdos exclusivos por tiempo no superior a diez años, por regla general, que regula la Directiva para 

el caso de los recursos culturales, con el objetivo de atender a las peculiaridades de la digitalización de 

los recursos culturales en bibliotecas, museos y archivos para acelerar el acceso de los ciudadanos al 

patrimonio cultural. 

En el proyecto de ley se entiende por reutilización el uso de documentos que obran en poder de las 

Administraciones y organismos del sector público, por personas físicas o jurídicas, con fines 

comerciales o no comerciales, siempre que dicho uso no constituya una actividad administrativa 

pública. Queda excluido de este concepto el intercambio de documentos entre Administraciones y 

organismos del sector público en el ejercicio de las funciones públicas que tengan atribuidas. 

La Ley se aplicará a los documentos elaborados o custodiados por las Administraciones y organismos 

del sector público, cuya reutilización sea autorizada por éstos. 

En ningún caso, podrá ser objeto de reutilización, la información en que la ponderación a la que se 

refieren los arts. 5.3 (LA LEY 19656/2013) y 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LA LEY 19656/2013), arroje como 

resultado la prevalencia del derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal, a 

menos que se produzca la disociación de los datos, entendiendo por disociación. 

El referido art. 5.3. de la Ley 19/2013 (LA LEY 19656/2013) indica que serán de aplicación, en su caso, 

los límites al derecho de acceso a la información pública previstos en el art. 14 y, especialmente, el 

derivado de la protección de datos de carácter personal, regulado en el art. 15 que, bajo el epígrafe de 

«protección de datos de carácter personal» recoge que si la información solicitada contuviera datos 

especialmente protegidos a los que se refiere la Ley Orgánica de Protección de Datos en su art. 7 (LA 

LEY 4633/1999) (datos que hagan referencia a ideología, afiliación sindical, religión y creencias), el 

acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y por 

escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos 

con anterioridad a que se solicitase el acceso. 
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Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se refiere el apartado 3 del art. 7 

de la Ley Orgánica de Protección de Datos (LA LEY 4633/1999) (datos referentes a origen racial, salud 

o vida sexual), o datos relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que no 

conllevasen la amonestación pública al infractor, el acceso sólo se podrá autorizar en caso de que se 

cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquél estuviera amparado por una norma con 

rango de Ley. 

Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se 

dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público 

en la divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la 

información solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter 

personal. 

V. A MODO DE CONCLUSIÓN 

El Proyecto de ley por la que se modifica la Ley37/2007, de 16 de noviembre (LA LEY 11474/2007), 

sobre reutilización de la información del sector público, indica que los documentos de las 

Administraciones y organismos del sector público serán reutilizables en los términos previstos en esta 

ley para lo cual, las Administraciones Públicas y organismos del sector público velarán porque los 

documentos a los que se aplica esta normativa puedan ser reutilizados para fines comerciales o no 

comerciales de conformidad con alguna o algunas de las siguientes modalidades: a) Reutilización de 

documentos puestos a disposición del público sin sujeción a condiciones, b) Reutilización de 

documentos puestos a disposición del público con sujeción a condiciones establecidas en licencias-tipo, 

c) Reutilización de documentos previa solicitud, conforme al procedimiento previsto en el art. 10 o, en 

su caso, en la normativa autonómica, pudiendo incorporar en estos supuestos condiciones establecidas 

en una licencia y d) Acuerdos exclusivos conforme el procedimiento previsto en el art. 6. 

Se añade que las condiciones incorporadas en las licencias habrán de respetar los siguientes criterios: 

a) Deberán ser claras, justas y transparentes; b) No deberán restringir las posibilidades de reutilización 

ni limitar la competencia; y c) No deberán ser discriminatorias para categorías comparables de 

reutilización. 

Las Administraciones y organismos del sector público crearán sistemas de gestión documental que 

permitan a los ciudadanos la adecuada recuperación de la información, disponibles en línea y que 

enlacen con los sistemas de gestión puestos a disposición de los ciudadanos por otras 

Administraciones. Asimismo, facilitarán herramientas informáticas que permitan la búsqueda de los 

documentos disponibles para su reutilización, con los metadatos pertinentes de conformidad con lo 

establecido en las normas técnicas de interoperabilidad, accesibles, siempre que sea posible y 

apropiado, en línea y en formato legible por máquina. 

En particular, la Administración General del Estado mantendrá un catálogo de información pública 

reutilizable, correspondiente al menos al ámbito de la Administración General del Estado y a sus 

organismos públicos vinculados o dependientes. En la medida de lo posible, se facilitará la búsqueda 

multilingüe de los documentos. 

Por último, señalar que la reutilización de documentos que contengan datos de carácter personal se 

regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre (LA LEY 4633/1999), de 

protección de datos de carácter personal y que la utilización de los conjuntos de datos se realizará por 

parte de los usuarios o agentes de la reutilización bajo su responsabilidad y riesgo, correspondiéndoles 

en exclusiva a ellos responder frente a terceros por daños que pudieran derivarse de ella, no siendo 

responsables las Administraciones y organismos públicos del uso que de su información hagan los 

agentes reutilizadores ni tampoco de los daños sufridos o pérdidas económicas que, de forma directa o 

indirecta, produzcan o puedan producir perjuicios económicos, materiales o sobre datos, provocados 

por el uso de la información reutilizada. 


